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PODER JUDICIAL: SU INDEPENDENCIA I RES¬ 
PONSABILIDAD.—Discurso de don Jovino Novoa 
en su incorporación a la Facultad de leyes i ciencias po¬ 
líticas, el 7 de mayo de 1878. 

El hoaor que la Facultad de leyes i ciencias políticas 
me ha dispensado designándome como miembro de ella 
en reemplazo del finado señor don Federico Errázuriz, me 
impone el deber, en conformidad de los estatutos de la 
Universidad, de recordar los servicios prestados al pais 
por el caballero a quien sucedo, i de ofrecer a la conside¬ 
ración de la Facultad un estudio, por somero que sea, 
sobre alguna de las variadas materias peculiares a la mis¬ 
ma Facultad. 

El señor Errázuriz, fallecido apénas a la edad de 52 
años, recorrió muchos e importantes puestos públicos. En 
marzo de 1849 fué elejido Diputado al Congreso Nacio¬ 
nal, i en abril del mismo año, miembro de la Municipali¬ 
dad de Santiago. Años después desempeñó la Intendencia 
de esta provincia, de donde pasó a servir el Ministerio 
Justicia, Culto e Instrucción Pública. Mas tarde ocupó el 
Ministerio de Guerra i Marina, siendo a la vez miembro 
propietario de la Cámara de Senadores. Elejido Presiden¬ 
te de la República, terminó su período constitucional de 
cinco años el 18 do setiembre de 1876. Elevado S. E. el 
señor don Aníbal Pinto a la primera majistratura, llamó 
al señor Errázuriz a formar parte del Consejo de Estado, 
cuyo cuerpo lo designó por su vice-Presidente. 

En cuanto a la Universidad, lo contó desde años há co¬ 
mo miembro de dos de sus Facultades, de la de Teolojía i 
de la de Leyes i ciencias políticas. 

Durante la administración del señor Errázuriz se pro- 
A. DE LA ü. 49 
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mulgaron cuatro leyes de reforma de la Constitución vi- 
jente, conteniendo algunas de ellas modificaciones impor¬ 
tantes, tales como las de las leyes exepcionales i de du¬ 
ración transitoria a que para casos estraordinarios se re¬ 
fiere la parte 6. a , artículo 36 de la misma Constitución; la 
de formación del Consejo de Estado, dando al Congreso 
la atribución de designar seis consejeros; i la de restrin- 
jir al Presidente de la República las facultades que le 
acuerda el artículo 161 en los casos en que uno o varios 
puntos del territorio fueren declarados en estado de sitio. 

Se promulgaron también, en ese mismo período, el Có¬ 
digo Penal i la lei de Organización i Atribuciones de los 
Tribunales. 

Talvez disposiciones lejislativas i medidas de adminis¬ 
tración de índole esencialmente política, dictadas en la 
época trascurrida desde el 18 de setiembre de 1871 a 
igual fecha de 1876, ofrecerían materia para considera¬ 
ciones que no son ajenas a los trabajos a que esta Facul¬ 
tad está llamada; pero he creído preferible no elejir en 
ese terreno tema alguno para un discurso de incorpora¬ 
ción, porque, pon lo mismo que revisten aquel carácter, 
quizá no se estimaría desapasionado mi juicio por masque 
las analizase con espírtu sereno. 

Resoluciones que reflejan, por decirlo así, la marcha 
política de una administración que recien ha terminado, 
no deben juzgarse en este instante: sus tendencias i sus 
resultados toca a la historia calificarlos; sobre todo cuan¬ 
do la persona que tan elevados puestos ocupó ha bajado 
reciente i prematuramente a la tumba, ante la que sus 
amigos políticos, como los que no lo fueron, deben relijio- 
so respeto. 

El exámen del Código Penal i el de la lei de Organiza¬ 
ción de Tribunales, a que mis ocupaciones diarias me lle¬ 
van con frecuencia, me había inspirado el propósito de 
hacer algunas apreciaciones acerca de lo que debe ser el 
juez, cuyo ministerio, si es grave i delicado al decidir 
contiendas en que se ajitan intereses, se reviste de toda 
su magnitud e importancia cuando se trata de la honra o 
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de la vida del hombre- Terminada una gran parte de mi 
trabajo, hube de abandonarlo, porque recordé que ya 
un distinguido miembro de esta Facultad habia desarro¬ 
llado este mismo tema en 1857 al ocupar la vacante que 
dejó el antiguo i digno Presidente de la Corte Suprema 
de Justicia, señor don Juan de Dios Vial del Itio (1). 

Después de la diestra pluma que trazó con tanto brillo 
la augusta misión del juez, yo no habría podido presen¬ 
tar ala consideración déla Facultad, sino un bosquejo im¬ 
perfecto, un cuadro pálido, una mala copia de un precio¬ 
so orijinal. Mi resolución, debe creérmelo la Facultad, no 
ha nacido de una falsa modestia, sino del respeto que me¬ 
rece una obra acabada i completa. 

Pero el poder judicial ofrece todavía campo para estu¬ 
dios importantes, tales como su independencia i su res¬ 
ponsabilidad, sin cuyas condiciones desaparecerían el pres- 
tijio i las garantías de que deben revestirse los fallos de 
la majistratura; i aunque me siento incapaz de llevar a 
término un trabajo de estejénero que sea digno de la Fa¬ 
cultad, le soi deudor de la benevolencia con que me ha 
distinguido i debo correspondería en la medida de mis 
fuerzas. 

El juez debe solo inspirarse en los dictados de su con¬ 
ciencia i en los preceptos de la lei que está llamado a 
aplicar, i es menester por tanto sustraerlo de la política 
ardiente que exalta los espíritus i de las exijencías i pre¬ 
tensiones del poderoso. El hombre de bien opondrá a és¬ 
tas su probidad; pero es también preciso que la lei le pro¬ 
teja hasta contra la tentativa ineficaz que pudiera proyec¬ 
tarse. Esa independencia la da la inamovilidad del majis- 
trado. El debe saber que es inviolable en el ejerció de su 
cargo, i que su permanencia en él no se halla a merced 
de poder alguno por elevado que sea: de esta suerte, su 
augusto ministerio se dignifica mas i se enaltece. 

Cuando Luis XI cambió, al principio de su reinado, la 


fl) Discurso del señor don Antonio Varas al incorporarse a la Fa¬ 
cultad de Leyes. 
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mayor parte de los funcionarios públicos, se produjo en 
Francia tal exitacion en los espíritus, que ella fué una de 
las causas que contribuyeron a encender la guerra civil 
en aquel pais. Sobresaltado el monarca con el resultado 
de su medida, se vió en la necesidad de dictar la célebre 
declaración de 21 de octubre de 1467, en que dispuso, 
«que los jueces no podrían ser destituidos o privados de 
sus cargos sino por prevaricación declarada i fallada por 
el tribunal competente.» I cuenta la historia, que Luis XI 
hizo que su hijo Carlos VIH jurase la observancia de esa 
lei para la seguridad i el bien del Estado, juramento que 
se consignó en una acta que se remitió al Parlamento de 
París. Tal fué la enseñanza que el í'ei recibió i que tras¬ 
mitió al que había de sueederle: asi como la remoción de 
los jueces sublevó en el acto los ánimos, el reconocimien¬ 
to del principio tutelar que consagró la inamovilidad los 
calmó instantáneamente. 

En la antigua lejislacion española no hubo lei escrita 
que delarase inamovibles a los majistrados judiciales; pe¬ 
ro, como decía un miembro del Tribunal Supremo de la 
Península en sus «Observaciones sobre el estado del po¬ 
der judicial en España,» según el espíritu de la lejisla¬ 
cion de muchos siglos acá, los majistrados i jueces han 
sido inamovibles, como ya lo reconoció también esplícita- 
mente la Constitución de ese pais en 1845. 

Chile, por fortuna, asi que pudo darse sus leyes funda¬ 
mentales se inspiró en las lecciones de la esperiencia. 

Desde sus primeros proyectos de Constitución, recono¬ 
ció la independencia del poder judicial, i la carta de 1833 
declaró, en su artículo 108 que la facultad de juzgar las 
causas civiles i crimínales pertenece esclusivamente a los 
tribunales establecidos por la lei, sin que ni el Congreso 
ni el Presidente de la República puedan en ningún caso 
ejercer funciones judiciales o avocarse causas pendientes 
o hacer revivir procesos fenecidos; asi como el artículo 
110 dispuso, que los miembros de los tribunales superio¬ 
res i los jueces de letras de primera instancia no podrían 






ANALES DE LA UNIVERSIDAD.—JULIO DE 1878 . 


389 


ser depuestos de sus destinos, sean temporales o perpe¬ 
tuos, sino por causa legalmento sentenciada. 

Leyes complementarias vinieron después a fijar reglas 
para el nombramiento de los jueces. 

Toca al Presidente de la República proveer los desti¬ 
nos públicos cualquiera que sea su jerarquía; pero, que¬ 
riendo consultarse el acierto en la elección de jueces i no 
hacerlo depender de la mera voluntad del jefe del Esta¬ 
do, la lei de 30 de diciembre de 1842 prescribió diversas 
reglas tendentes a este fin. Según ella las Cortes debían 
pasar anualmente al Gobierno un informe sobre el mórito, 
aptitudes i servicios de todos los jueces i abogados que se 
hubiesen distinguido en el ejercicio de sus funciones, pro¬ 
poniendo los que estimasen mas a propósito para ser jue¬ 
ces de letras, fiscales i miembros de las Cortes de Apela¬ 
ción i de la Suprema de Justicia. Llegado el caso de pro¬ 
veer alguno de esos puestos, el Consejo de Estado debia 
presentar una terna para que de ella elijiese el Presiden¬ 
ta, quien podría por una sola vez exijir que se renovase 
aquella. El Consejo tenia la facultad de proponer a quie¬ 
nes no hubiesen sido recomendados por los tribunales, 
pero en tal caso su acuerdo debia reunir las dos terceras 
partes de los sufrajios, al paso que si formaba la terna de 
individuos incluidos en el informe, bastaba la votación or¬ 
dinaria. 

Quizo todavía la lei cerrar la puerta a los interinatos o 
suplencias indefinidas, i en el artículo 7.° dispuso que nin¬ 
guna judicatura podría estar vacante i sin proveerse en 
propiedad por mas de seis meses. 

Esta lei, que tuvo el carácter de provisoria i mientras 
se dictaba la de Organización de Tribunales i Juzgados, 
pero que, no por ser provisoria dejó de ser una importan¬ 
te garantía para la independencia del poder judicial, ha 
estado vijente hasta que comenzó a rejir la de 15 de octu¬ 
bre de 1875. Esta mantuvo sustancialmente las prescrip¬ 
ciones de aquella, introduciendo, empero, una modificación 
saludable, tal es, que la terna que forme el Consejo de 
Estado debe precisamente componerse de personas reco- 
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mendadas por los tribunales para el puesto que se trate 
de proveer o para otro de igual o superior jerarquía. Se 
lia procurado por este medio limitar el poder omnímodo 
del Presidente i garantir que la elección no se presuma 
obra del favor antes que de la idoneidad de la persona. 1 
si bien el Consejo de Estado desempeña un rol importan¬ 
te, no lo ejercita, como se ve, sin límites, puesto que las 
ternas deben componerse forzosamente de personas reco¬ 
mendadas por las Cortes de Justia que pueden apreciar 
mui de cerca quiénes desempeñan mejor i mas cumplida¬ 
mente sus funciones, ya como jueces, ya como abogados. 

Si el juez es inamovible, ¿puede suprimirse el destino 
que ejerce, o bien, puede trasladársele a otra judicatura? 

Tal es la cuestión que alguna vez se lia debatido i acer¬ 
ca de la cual hai variadas opiniones. 

Por mi parte no vacilo en resolverla negativamente. 

La Constitución lia previsto el caso de destitución de 
empleados en el orden admininistrativo, i según ella, pue¬ 
den serlo los jefes de oficina con acuerdo de la Comisión 
Conservadora, i los subalternos con informe del jefe res¬ 
pectivo. Pero tratando de los jueces lia establecido es- 
plícitamente que solo pueden ser depuestos por sentencia 
judicial, previa la formación de causa que motive la acu¬ 
sación, sea esta de oficio, o por querella de parte. La su¬ 
presión del juzgado importaría necesariamente la priva¬ 
ción del empleo; i como este es propiedad de quien lo sir¬ 
ve, la lei que tal supresión acordara, violaría, a mi juicio, 
el precepto constitucional, que solo reconoce un medio de 
privar de su cargo al mnjistrado judicial que lo desempe¬ 
ña. Sin embargo, la lejislatura de 18GÍ1 pensó de otra ma¬ 
nera i suprimió uno de los juzgados del crimen de Valpa¬ 
raíso, disponiendo que jubilase la persona que lo ocupaba 
mientras el Presidente de la República no le nombrase 
para desempeñar otro de igual categoría. 

Tanto en el caso de distitucion, como en el de supresión 
es indiscutible que el juez queda privado de su empleo, i 
en uno o en otro caso contra su voluntad. ¿Cómo seria 
entonces conciliable la medida de la supresión con el testo 
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del artículo 110 de la Carta fundamental que ordena que 
los jueces, sean sus destinos temporales o perpetuos, no 
pueden ser depuestos sino por causa legalmente sentencia¬ 
da? I no se olvide que al suprimirse un juzgado, puede 
acontecer que la persona que lo servia quede privada de 
toda renta porque el corto tiempo que lleve de servicio 
no le permita jubilar. 

Dentro de los preceptos constitucionales abrigo la con¬ 
vicción de que disposiciones lejislativas de esa clase pug¬ 
nan con la lei fundamental. 

Se contestará, quizá, que el mejor arreglo i la mas ca¬ 
bal organización del servicio de la República, podrían exi- 
jir una distribución mas adecuada, i que la esperiencia, 
como en efecto ha sucedido i sucede en estos momentos, 
podria aconsejar la supresión de juzgados creados para 
pueblos o departamentos que no necesitan un juez letra¬ 
do. Puede ser ello la verdad. Pero entre tanto, estableci¬ 
da una judicatura cae bajo el precepto del artículo 110, i 
el juez que para desempeñarla se nombre, queda al am¬ 
paro de la garantía que la Constitución le acuerda. 

Si la subsistencia de ese juzgado fuese un mal, o mas 
propiamente dicho, ya que jamás será un mal que cada 
pueblo tenga un juez de letras, si la subsistencia de ese 
juzgado fuera inútil, seria menester, i esto solo para lo 
futuro, reformar el precepto constitucional i dar así a los 
Congresos ordinarios una atribución de que hoi carecen. 
I no debo ocultarlo; si tal reforma se intentase, yo que 
tanta i tan grave importancia doi a la inamovilidad del 
juez, como medio de asegurar su independencia, jamás 
apoyaría una medida semejante, porque temería que, a 
pretesto de consultarse el buen servicio, pudiera alguna 
vez en medio del ardimiento de las pasiones i de la lucha 
a que suelen entregarse los partidos, hacerse a la admi¬ 
nistración de justicia víctima de las contiendas políticas. 

Por mas que en un pais haya echado profundas raíces 
el respeto a la integridad e independencia del poder judi¬ 
cial, necesario es que la Constitución del Estado proteja 
el principio conservador de su inamovilidad. 
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¿Quién podría gai’antir, que en uno de aquellos mo¬ 
mentos de perturbación que suelen sobrevenir a los pue¬ 
blos, el partido victorioso que llevase al Congreso sus 
adeptos, no destruyera de un solo golpe el precioso edifi¬ 
cio que tanta honra ha dado a la República? 

«¿De qué serviría, puede repetirse con Gómez Becerra, 
antiguo majistrado del Tribunal Supremo de España, que 
jueces de carácter recto i firme lo despleguen con toda su 
enerjía para contrarrestar el influjo i las invasiones de 
otro poder, si el Gobierno pudiese separarlos i conferir 
sus plazas a otros mas dóciles, mas condescendientes, i 
aun dispuestos a prostituir su respetable i delicado minis¬ 
terio?» 

Hoi podría acordarse la supresión de un juzgado; mas 
tarde se suprimiría otro; i en seguida podría correr igual 
suerte un tribunal superior para establecerlo después con 
distinto personal. Libre Dios a-un país que siempre ha 
respetado la inamovilidad e independencia del juez, de re¬ 
formas de este jénero, porque ellas podrían hacerle retro¬ 
ceder en el camino del progreso con tanto esfuerzo con¬ 
quistado. 

Idénticas consideraciones son aplicables a la traslación. 

El que desempeña un juzgado en Santiago, no querrá 
de seguro aceptar el ejercicio de iguales funciones en un 
departamento lejano, ni aun con mayor retribución, i seria 
un medio indirecto pero eficaz de arrebatarle su empleo 
el de designarle otro pueblo para que se trasladara a un 
juzgado de igual jerarquía. Esto no ha podido quererlo la 
Constitución, ni cabe en las atribuciones de una legislatu¬ 
ra ordinaria visto el testo del artículo 110 tantas veces 
citado. 

Asegurada la inamovilidad e independencia del poder 
judicial, preciso es también prescribir reglas que establez¬ 
can la responsabilidad personal de sus miembros. Esta 
responsabilidad será a la vez otro medio mas de robuste¬ 
cer su independencia e imparcialidad, porque, si la voz de 
su conciencia señala al juez el camino de la recta i cum¬ 
plida justicia, bueno es que sepa que en el ofendido, en el 




anaLFjs »e la universidad.—julio d ¡ 1878. 393 

ministerio público o en cualquier ciudadano tiene un guar¬ 
dián celoso de sus actos que puede ejercitar acciones en 
desagravio de lalei violada, acciones que son freno pava 
el débil o el audaz, i que el hombre honrado jamás teme. 

La Constitución de 1833 consigna importantes disposi¬ 
ciones a este respecto. 

El inciso 2.°, artículo 38, da a la Cámara de Diputados 
la facultad de acusar ante el Senado a los majistrados de 
los tribunales superiores por notable abandono de sus de¬ 
beres , a fin de que este califique i declare la culpabilidad; 
i el artículo 111 sanciona el principio de que los jueces 
son personalmente responsables por los crímenes de cohe- 
eho, falta de obervancia de las leyes que reglan el pro¬ 
ceso, i en jeneral, por toda prevaricación o torcida admi¬ 
nistración de justicia. 

La intelijencia que alguna vez se ha querido atribuir al 
artículo 38 de la Carta fundamental i las prescripciones 
que la lei de Organización de los Tribunales contiene en 
orden al artículo 111, me han sujerido observaciones que 
por la gravedad de la materia reputo dignas de la consi¬ 
deración de la Facultad. 

La Constitución ha distinguido dos clases de delitos. El 
uno que consiste en el notable abandono de deberes , i el 
otro en la prevaricación, el cohecho i la torcida aplicación 
de la lei. El primero, tratándose de miembros de los tri¬ 
bunales superiores, corresponde calificarlo al Senado, i el 
segundo a la justicia ordinaria. 

El notable abandono de deberes puede apreciarlo cual¬ 
quier hombre honrado e imparcial inspirándose tan solo 
en los dictados de su razón; es un acto esterno, por decir¬ 
lo así: la torcida administración de justicia, por el contra¬ 
rio, proviene de un acto interno, i para estimarlo i esta¬ 
blecer si se ha violado la lei i si su aplicación ha sido 
torcida de manera que implique responsabilidad, es nece¬ 
sario conocer esa lei, penetrar en su espíritu i alcance, 
como Tínico medio de llegar a sentar con seguridad si se 
ha quebrantado a sabiendas i con dañado propósito. 

Un distinguido miembro de la majistratura, presidente 
a. de la u. 50 
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de la Corte de Apelaciones de Santiago i digno miembro 
también de esta Facultad, lia definido con precisión el 
delito a que es referente el artículo 38. «Un tribunal, lia 
dicho, debe comenzar su audiencia a cierta llora, debe 
despachar las causas que se pongan en estado, debe ins¬ 
peccionar i vijilar la conducta de sus subalternos, debe 
visitar los lugares de detención, etc.: si violase estos de¬ 
beres de una manera notable, si hiciese un punible aban¬ 
dono de ellos, se haria reo de un delito que podría de¬ 
nunciarse ante esta Cámara (la de Diputados)....» «Un 
juez puede cumplir con la leí i abandonar sus deberes. 
Un juez puede dar sentencias ajustadas a derecho en los 
fallos que pronuncie, i puede, sin embargo, no asistir a su 
despacho diariamente o no concurrir durante las horas 
que le es obligatorio. 

«Cuando el juez aplica mal la lei por zafia o con torci¬ 
da intención, la falta que comete por el malicioso abando¬ 
no que hace de ella, si se quiere que emplee la palabra, 
tiene su nombre especial i se llama prevaricato .» (2) 

Cuando el Senado conoce de la acusación por notable 
abandono de deberes de parte del juez, procede a manera 
de jurado para la apreciación del delito. No necesita co¬ 
nocer la jurisprudencia ni tiene para qué preocuparse de 
si el-enjuiciado dio a la lei en la sentencia que pronunció 
lina interpretación maliciosa. Le basta saber si las obliga¬ 
ciones esternas, como la de asistencia regular al despacho, 
la de no demorar indefinidamente los procesos, etc., se 
han cumplido o no. Si tales obligaciones se han quebran¬ 
tado, i si esa neglijenciaes grave i reiterada, sin duda que 
se ha incurrido en el notable abandono a que se refiere el 
artículo 38, i debe, en ejercicio de su misión de jurado, de¬ 
clarar la culpabilidad del majistrado sujeto a proceso, a 
fin de que sea castigado por el tribunal competente. 

Pero si se trata de un juez que concurro con puntuali¬ 
dad al desempeño de su ministerio, que tramita las cau- 

(2) Discurso del señor don Domingo San ta María en agosto i noviem¬ 
bre de 1868 en la Cámara de Diputados. 
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sas coa presteza i que atiende con celo a los que acuden 
ante él, pero que en un caso dado viola la lei privando al 
litigante de lo que de justicia le corresponde, este delito 
que le hace responsable personalmente del daño causado o 
de la injusticia cometida, solo puede calificarlo el tribunal 
ordinario que lo lia de juzgar, porque es de aquellos de 
que trata el artículo 111 de la Constitución. 

No debe olvidarse que acusaciones de este jénero no 
hacen justiciable al majistrado por el mero hecho de que 
se repute mal aplicada la lei; porque el juez, que no por 
ser tal, deja de tener la falibilidad inherente a la natura¬ 
leza humana, puede mui bien haberse equivocado sin que 
ello implique una falta por mas leve que sea. ¡Cómo ha¬ 
bla de responder un juez por los errores de su espíritu! 
Ya tendríamos entonces que todo juez de primera instan¬ 
cia deberia ser procesado cuando sus fallos fuesen revo¬ 
cados por los tribunales de apelación; i aun entonces to¬ 
davía habría que averiguar quién habia estado en la 
verdad. 

Se ve, pues, que para calificar la responsabilidad del 
juez, es preciso penetrar al examen del proceso que ha da¬ 
do oríjen al juzgamiento, e ir en seguida al estudio difícil 
de la lei i de la jurisprudencia para deducir si su aplica¬ 
ción ha sido acertada, i si no siéndolo, la infracción es tan 
obvia e incuestionable que pueda sentarse con la eviden¬ 
cia de una verdad probada, que la violación ha sido la 
obra de torcida i dañada intención. Sin esta apreciación no 
hai delito. 

Esto no corresponde ni puede corresponder al Senado, 
que por mas que se forme de miembros mui dignos i ho¬ 
norables, no son, en la mayor parte de los casos, profeso¬ 
res del derecho. Para tales calificaciones de culpablidad 
están llamados esclusivamente los tribunales ordinarios, i 
por eso es que la parte final del artículo 111, que se ocu¬ 
pa de la prevaricación i de la torcida adminiatracion de 
justicia, dice que (da lei determinará los casos, i el modo 
de hacer efectiva la responsabilidad.» Luego es evidente 
que debe buscarse en esa lei complementaria del artículo 
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111 de la Carta fundamental, i no en el artículo 38 de la 
misma, el modo i el juez ante quien linya de deducirse la 
acusación por cualesquiera de los mencionados delitos. 

La lejislacion anterior a la lei de 15 de octubre de 1875 
era deficiente i defectuosa sobre la materia. 

La acusación contra los jueces de letras se presentaba 
por medio de querella de capítulo ante la Corte de Ape¬ 
lación respectiva, la que conocía en primera instancia con 
recurso para ante la Corte Suprema de Justicia. De esta 
manera el juez letrado no era juzgado por un majistrado 
de igual jerarquía, sino por tribunales superiores que, mas 
bien que para él juez procesado, eran una garantía de 
mayor acierto i de mas imparcialidad para el acusado. 

Entretanto, si se trataba de hacer efectiva la responsa¬ 
bilidad de un miembro de las Cortes de Apelación o de la 
Suprema, la querella se llevaba, como en un caso común 
i ordinario, al juez letrado respectivo. 

Este procedimiento anómalo era, sin embargo, el vi- 
jente. 

El artículo 3.° de las disposiciones transitorias de la 
Constitución, dispuso que mientras no se dictase la lei de 
Organización de Tribunales i Juzgados, subsistiera el ac¬ 
tual órden de administración de justicia. Asi es que para 
saber ante quién podian deducirse las acusaciones contra 
los jueces por los delitos de cobecho, prevaricación o tor¬ 
cida administración de justicia, era necesario recurrirá 
las leyes en vigor en 1833. 

El artículo 24 del Reglamento de Administración de 
Justicia designó por regla jeneral a los jueces de letras 
como competentes para conocer i fallar las causas civiles 
i criminales de mayor cuantía, i el artículo 34 prescribió 
que la primera instancia de los juicios en que fueren par¬ 
te los ministros de los tribunales superiores, alcaldes or¬ 
dinarios, etc., correspondía a los jueces de primera instan¬ 
cia. El artículo 54 atribuyó a las Cortes de Apelación el 
conocimiento en secunda instancia de las causas civiles 

O 

i criminales deferidas en primera a la autoridad a que se 
refiere el artículo 34, estableciendo la exepcion de los 
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juicios en que fuesen parte los miembros del Tribunal 
Supremo, de cuya alzada debia conocer la Comisión ju- 
diciaria encargada del fallo do los juicios de los indivi¬ 
duos del tribunal de imprenta. I como este tribunal espe¬ 
cial jamás se constituyó, el artículo 11 de las adiciones del 
mencionado reglamento llenó este vacío por medio de la 
siguiente prescripción: «No estando nombrada la Comi¬ 
sión judiciaria para las causas de los individuos del tri¬ 
bunal de imprenta que, conforme al número l.° del artí¬ 
culo 54 debe conocer en los negocios en que fueren par¬ 
te los Ministros de la Corte Suprema de Justicia, la Cor¬ 
te de Apelaciones conocerá por ahora en segunda instancia 
de los negocios en que fuere parte alguno de dichos mi¬ 
nistros.» 

De manera que toda acusación que por alguno de los 
delitos previstos en el artículo 111 de la Carta fundamen¬ 
tal, se entablase contra algún miembro de los tribunales 
superiores, conocía en primera instancia el juez letrado, i 
en segunda la Corte de Apelaciones si se trataba de un mi¬ 
nistro de la Corte Suprema, o este tribunal si la querella 
era contra algún miembro de aquella. 

La irregularidad no podia ser mas remarcable. 

El juez letrado quedaba sometido en primera i segun¬ 
da instancia a los tribunales superiores, solemnidad i ga¬ 
rantía debidas a la naturaleza del juicio i a la confianza 
que debia inspirarse al acusador; i a un majistrado de 
cualesquiera de las Cortes se llevaba ante su inferior en je¬ 
rarquía, como si se tratase de un reo común. Esto, inde¬ 
pendientemente de consideraciones de otro orden, debi¬ 
litaba, por lo ménos, la fé que el querellante debia tener 
en el juez llamado a procesar a su superior. 

La lei de 1875 vino a correjir este vicioso sistema de 
enjuiciamiento. 

Según ella, los jueces letrados quedan sujetos, como ya 
lo estaban, ala jurisdicción en primera instancia de la 
Corte de Apelaciones, i de la Suprema en segunda, en los 
casos de acusación o demanda civil para hacer efectiva la 
responsabilidad criminal o civil resultante del ejercicio de 




398 


MEMORIAS CIENTÍFICAS 1 LITERARIAS. 


sus funciones ministeriales (artículo 67, inciso 2.°del 107): 
los Ministros de las Cortes de Apelaciones son enjuiciables 
por el mismo delito, ante uno de los miembros de la Cor¬ 
te Suprema, debiendo este tribunal conocer como juez de 
seguuda instancia (inciso 2.° del artículo 107 i 117): i 
el conocimiento de las cansas contra los miembros del 
tribunal supremo, corresponde en primera instancia al 
Presidente déla Corte de Apelaciones de Santiago, con al¬ 
zada para ante las dos salas del mismo tribunal (artícu¬ 
lo 116.) 

Mediante estas disposiciones legales se ha regularizado 
el procedimiento i se ha consultado mayor garantía para 
el conocimiento i decisión de losjuicios que se provoquen 
con el objeto de hacer efectiva la responsabilidad de los 
miembros de los tribunales superiores. 

La lei de 1875 ha introducido todavía otra modificación 
saludable. 

El reglamento de 31 de agosto de 1821, adicional a la 
.antigua Ordenaza de Intendentes, que era el que fijaba 
el procedimiento que debía observarse en la acusación de 
jueces, prescribía en su artículo 16 que «en los casos gra¬ 
ves, si había informes fundados i justificados, podía pro¬ 
veerse el comparendo, suspensión i arresto del capitulado, 
etc.» De modo que era facultativo en el tribunal que co¬ 
nocía de la querella suspender o no al procesado del ejer¬ 
cicio desús funciones,aun cuando por aceptarse la acusa¬ 
ción hubiera ésta de seguir por sus trámites ordinarios 
hasta pronunciarse setencia definitiva. 

El artículo 171 de la recordada lei de 1875 dispone, i 
a mi juicio con razón, que las funciones del juez se sus¬ 
penden por hallarse procesado por crimen o simple delito 
cometido en el ejercicio de aquellas, o a que se aplique 
pena aflictiva. «Se entiende, para el efecto de este artícu¬ 
lo, procesado el juez, agrega, desde que es ejecutorio el 
auto en que se declara admisible la acusación o que ha 
lugar a ella, si fuese menester, o desde que se libra el 
decreto de prisión, si aquella declaración no fuese necesa¬ 
ria.» 
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En efecto, la justicia que, a la manera de la mujer de 
Cesar, no debe ser sospechada siquiera, no conviene que 
la administre el juez, por probo i honorable que sea, a 
quien se acuse de haberla torcido, por mas que tal acusa¬ 
ción sea obra de la mal-aHerencia o de una venganza 
ruin. Si para el majistrado puede ser mui doloroso, como 
lo es en realidad, verse privado de sus funciones por con¬ 
secuencia de imputaciones calumniosas, tiempo llegará 
en que su inocencia aparezca realzada con el fallo que 
pronuncie su justificación. Entretanto, aceptada la quere¬ 
lla i abierto el juicio por cohecho, prevaricación o torci¬ 
da administración de justicia, es debido que cese en el 
desempeño de su ministerio. No es natural que el que se 
encuentra procesado i sujeto a las investigaciones i cargos 
en contra de su conducta funcionaría, concurra a la vez al 
tribunal o juzgado en que debe aplicar la leí por cuya vio¬ 
lación se le trata como reo. 

Pero, si no debe cerrarse la puerta para que la res¬ 
ponsabilidad del juez se haga efectiva, necesario es tam¬ 
bién obrar con cautela a fin de que el majistrado no sea 
la víctima de un mal intencionado. 

Don Carlos IV, rei de España, en disposición de 14 de 
marzo de 1798 (lei 30, tít. XI, lib. VII, Nov. Recop.) pres¬ 
cribió «que los jueces indagasen con dilijencia si las que¬ 
jas que en tales casos se entablaren dimanaban de resen¬ 
timientos i venganzas, como suele acontecer cuando se 
administra justicia sin condescendencias, especialmente 
contra los poderosos de los pueblos i sus protejidos:» i el 
Senado Consulto de 1821, a que poco lia me he referido, 
reiteró idénticas resoluciones, añadiendo que al acusador 
se le exijan fianzas suficientes como medio de contener 
querellas infundadas i maliciosas 

Como es fácil comprenderlo, la lei no puede fijar reglas 
precisas para estas averiguaciones i debe fiar en la pru¬ 
dencia de los tribunales llamados a conocer de la que¬ 
rella. 

Por lo demás, la apreciación de los capítulos de acusa- 
! cion, se hace, como la misma lei lo dispone, con audien- 
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cia de] ministerio público; i como la resolución que se lí¬ 
bre, sea admitiéndolas o sea rechazándolas, es apelable 
para ante el tribunal de alzada, tanto el querellante como 
el querrellado gozan de los mismos derechos i garantías 
que se acuerdan para los casos comunes. 

Este procedimiento está en vijencia. 

El art. 163 de la lei de 15 de octubre de 1875 prescri¬ 
be que no se tramite ninguna acusación de este jénero, 
sin que previamente se califique de admisible por el juez 
o tribunal llamado a conocer en ella; i el 164, inspirándo¬ 
se en los preceptos consignados en la lei 30, título XI, lib. 
VII de la Nov. Recop. i en el reglamento de 1821, dispo¬ 
ne que las acciones tendentes a hacer efectiva la respon¬ 
sabilidad del juez no pueden interponerse mientras esté 
pendiente la causa o pleito en que se supone causado el 
agravio. Porque es indudable que, si así no fuera, seria el 
medio mas espedito que un litigante temerario tendría pa¬ 
ra inhibir al juez del conocimiento del juicio, i entrabar 
el curso de una litis de cuya dilación se propusiera alcan¬ 
zar un resultado ilícito. 

El interes particular i las malas pasiones suelen arbi¬ 
trar recursos que la lei no debe protejer. El papel de és¬ 
ta es dar al ofendido los medios conducentes para resar¬ 
cirse del daño i para que se castigue al juez culpable; pe¬ 
ro también lo es, el de poner ni majistrado al abrigo de 
la calumnia. 

Medidas precautorias tendentes a este fin han sido 
adoptadas en todos los tiempos i en todos los países. 

En 1702, el procurador jcneral de la Corte de Dijon se 
quejaba ya de que las facilidades indiscretas concedidas 
para la acusación de los jueces había hecho éstas tan fre¬ 
cuentes, que los mas probos e intachables se encontraban 
vejados e insultados por la petulancia de querellantes te¬ 
merarios. Una declaración real de Hungría, citada por 
Mex’iiu, dictó en 1777 reglas análogas sustancialmente a 
las que contiene la lejislacion de Chile. El artículo 5.° del 
decreto do l.° de diciembre de 1790 que instituyó la Cor¬ 
te de Casación, lo mismo que los artículos 510 i 511 del 
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Código de procedimiento civil en Francia, consignaron 
idéntica prescripción a la del artículo 163 de la lei patria 
de 1875. 

Dar acción en contra del juez que delinque, pero res¬ 
guardarlo al mismo tiempo de temerarias acusaciones, tal 
debe ser el propósito de la lei. 

Por eso es que Mr. Merlin, a quien siempre debe citar¬ 
se con respeto, aplaude i acepta las siguientes palabras 
pronunciadas por Mr. Savoie de Rollin, abogado jeneral 
del Parlamento de Grenoble, a propósito de una acción 
intentada contra un majistrado judicial. «El mayor crimen 
que podían cometer los encargados de administrar justicia 
seria el de traicionarla en los momentos mismos en que, 
deben concederla. Establecer como regla, que desde que 
un hombre se encuentra investido con el cargo de juez, es 
incapaz de prevaricar, seria desconocer la debilidad hu¬ 
mana, i si tal máxima llegase a sancionarse por una lei, 
seria menester derogarla sin tardanza. Pero, si también el 
majistrado se encontrara bajo el peso de una lei que, en 
lugar de hablarle a su corrazon, perturbase su espíritu con 
un aterrador castigo; que en vez de invocar su conciencia 
i su honor tratara de inspirarle un terror indiscreto; sies¬ 
ta misma lei diera sin restricciones a los querellantes el 
poder de acusar, envilecido así el juez por culpa misma 
de la lei, se reputaría degradado en sus funciones, i per¬ 
diendo al fin el prestijio i las consideraciones debidas, la 
lei, después del mal causado, vendría por tierra. Los ro¬ 
manos, a quienes es forzoso citar, cuando se trata de 
jurisprudencia, habían gravado en las leyes mismas, si así 
puede decirse, el sentimiento de respeto de que debe re¬ 
vestirse a los llamados a administrar justicia. Los empe¬ 
radores en sus rescriptos honraban al juez con una con¬ 
fianza sin límites; sus preceptos eran las dulces invitacio¬ 
nes de un padre mas bien que las amenazas del poderoso 
irritado.» 

La administración de justicia en Chile, tal como lo quie¬ 
re Mr. Lavoie de Rollin, se encuentra protejida por la 

lei, sin que por esto se haya olvidado la necesidad de es- 

a. de la u. 61 
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tablecer la responsabilidad de la majistratura. Ni se ba¬ 
ilan éstos al amparo de disposiciones que les cubran con 
li impunidad, ni la vindicta pública será burlada cuando 
baya alguno que por desgracia delinca. La igualdad ante 
la lei, precioso principio de la Carta fundamental, no es 
felizmente una vana palabra tratándose de la independen¬ 
cia i responsabilidad del poder judicial. 

Por fortuna, en los bien raros casos que se ban presen¬ 
tado, los tribunales, llenos de celo e imparcialidad, ban 
cumplido su deber, i los jueces acusados, tion exepciones. 
que por la naturaleza de las querellas no ban eclipsado el 
buen nombre de la majistratura en Chile^ ban vindicado 
espléndidamente su pureza. 

Será talvez una vanidad bija de uii amor al pais, pero es 
mi convicción sincera, que a nuestra administración de 
justicia pueden aplicársele, i será Una enseñanza que no 
olvidará la siguientes palabras de don Alfonso el Sabio. 
«El juez que desepeiía dignamente su ministerio, gana 
buena prez, i se conquista el amor del Rei, quien, así co¬ 
mo el pueblo, le boura i respeta. (Lei 23, tít XXII, Parti¬ 
da 3. a ) 






